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OPINIÓN Nº 030-2008/DOP
Entidad:
Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A. (CORPAC S.A.)
Asunto:
Aplicación de sanción a funcionarios o servidores, por su actuación como integrantes de un Comité Especial, constituye impedimento para formar parte de nuevos Comités Especiales.

Referencia:


1) Carta GG 1064-2007/08





2) Carta GG 1169-2007-C






_____



____



1. ANTECEDENTES
Mediante los documentos de la referencia, el Gerente General de la Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación Comercial S.A. (CORPAC S.A.), en adelante la Entidad, solicitó a este Consejo Superior la absolución de consultas planteadas en el marco de la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, que para efectos de la presente consulta denominaremos la Ley y el Reglamento, respectivamente. 

Las mencionadas consultas están relacionadas con los alcances del artículo 46º del Reglamento.

2. CONSULTAS Y ANÁLISIS
De conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y el procedimiento contenido en el numeral 26 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo Nº 043-2006-EF, modificado por Resolución Suprema Nº 727-2007-EF/10, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

La Entidad consulta lo siguiente: 
2.1
Oportunidad y Efectos de la Aplicación del Artículo 46º del Reglamento

El artículo 46º del Reglamento contempla los impedimentos para ser miembro del Comité Especial, señalando que “Se encuentran impedidos de formar parte de un Comité Especial: (…) Los funcionarios o servidores por cuya actuación como integrante de un Comité Especial hayan sido sancionados por Resolución debidamente motivada (…) antes de su designación, los funcionarios o servidores deberán presentar una declaración jurada de no tener sanción vigente” (inciso 4 del acotado dispositivo legal).

En ese sentido, la mencionada norma hace referencia a los antecedentes de los funcionarios o servidores que serían potenciales miembros de Comités Especiales. Así, en el supuesto que mediante un acto de administración interna
 “A” se designe como integrante del Comité Especial “A”, a un funcionario o servidor y que, por su actuación como integrante de dicho Comité Especial “A” sea posteriormente sancionado, el acto de administración interna “A”, será válido toda vez que al momento de la designación, el funcionario o servidor no había sido sancionado. Ahora bien, si con posterioridad a la aplicación de la sanción y durante su vigencia, se emitiera un acto de administración interna “B”, designando como miembro del Comité Especial “B” al funcionario o servidor que fue sancionado, entonces dicho acto de administración interna “B” contendría un vicio, pasible de declaración de nulidad, toda vez que habría vulnerado el Principio de Legalidad
 (vulneración de una norma vigente).

Cabe señalar también, un tercer supuesto en el que el referido funcionario o servidor, habiendo sido designado mediante el acto de administración interna “A” como miembro del Comité Especial “A”, es designado mediante el acto de administración interna “C” como miembro del Comité Especial “C” y con posterioridad a tal designación, es sancionado por su actuación como miembro del Comité Especial “A”; en tal caso, la designación efectuada mediante el acto de administración interna “C” es válida, toda vez que al momento en que se llevó a cabo, dicho funcionario o servidor no había sido sancionado.
2.2
Efectos de las Sanciones Impuestas bajo el Ámbito del Artículo 47º de la Ley en los Procesos de Selección no Concluidos y en la Designación de Nuevos Comités

El artículo 47º de la Ley establece las responsabilidades y sanciones aplicables a los miembros de los Comités Especiales, en caso de incumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley y el Reglamento. Según la gravedad del caso, las sanciones pueden ser amonestación escrita, suspensión sin goce de remuneraciones de 30 a 90 días, cese temporal hasta por 12 meses o destitución.

Sobre el particular, es de advertir que los integrantes de un Comité Especial a cargo de un proceso de selección en trámite, pueden ser sancionados en el ejercicio de sus funciones como integrantes de un comité especial, bajo los alcances del artículo 47º de la Ley, por el incumplimiento de las disposiciones establecidas en la normativa sobre contratación pública. No obstante, tales sanciones al ser impuestas con posterioridad al acto de designación del Comité Especial, en principio no constituirían un impedimento para que el o los miembros sancionados continúen ejerciendo su función como integrantes del Comité; sin embargo, debe considerarse los efectos y alcances de tales sanciones, en relación con las causales de remoción de los integrantes de los Comités Especiales.
Así, el artículo 47º del Reglamento señala que los miembros de un Comité Especial sólo podrán ser removidos por caso fortuito, fuerza mayor o cese en el servicio
. En ese sentido, por ejemplo en el caso de una sanción de destitución, se configuraría la causal de remoción referida al cese en el servicio.


En el extremo referente a los efectos de las sanciones impuestas bajo el ámbito del artículo 47º de la Ley y su implicancia en la designación de nuevos Comités Especiales, en tanto la sanción aplicada por haber incumplido sus obligaciones siendo integrante del Comité Especial se encuentre vigente, sí constituiría un impedimento para ser designado como integrante de un nuevo Comité Especial, en razón a la configuración del impedimento contemplado en el numeral 4) del artículo 46º del Reglamento. 

2.3 
Posibilidad de la Entidad de establecer Criterios para la Aplicación de sanciones bajo dicho Marco Legal y sus Efectos en la Designación de Comités Especiales
Sobre el particular, respecto a la posibilidad que tiene la Entidad de establecer criterios para la aplicación de sanciones bajo los alcances del artículo 47º de la Ley y su efectos en la designación de los Comités Especiales, es de señalar que las referidas sanciones deben ser aplicadas considerando el régimen laboral del funcionario o servidor a ser sancionado, toda vez que los trabajadores sujetos al régimen laboral público, regulado por el Decreto Legislativo Nº 276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 005-90-PCM, cuenta con un régimen disciplinario específico. Así también, en cuanto a los trabajadores del régimen laboral de la actividad privada, regulado por el Decreto Legislativo Nº 728, cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado por Decreto Supremo Nº 003-97-TR “Ley de Productividad y Competitividad Laboral”, éstos pueden ser sancionados de acuerdo a lo establecido en dicha normativa, su Reglamento Interno de Trabajo y las Directivas Internas emitidas o que pueda emitir cada Entidad, según el caso.

Consecuentemente, considerando los alcances de las mencionadas normas especiales que regulan cada régimen laboral, la Entidad podrá establecer criterios para la aplicación del artículo 47º de la Ley, siempre que los mismos sean concordantes con dichas normas especiales.

3. 
CONCLUSIONES

3.1. El numeral 4) del artículo 46º del Reglamento señala entre los impedimentos para ser integrante de un Comité Especial, el hecho que los funcionarios o servidores hayan sido sancionados por su actuación como integrantes de un Comité Especial.
El referido impedimento está relacionado con el hecho que al momento de la designación de un Comité Especial, uno o más integrantes nominados se encuentren sancionados, siendo que si la sanción se aplica con posterioridad a la designación, no surtirá efecto lo señalado en el mencionado artículo 46º del Reglamento, toda vez que al momento de tal designación se estaba actuando en concordancia con el Principio de Legalidad. Además, debe considerarse que  se trata de una sanción aplicada a los funcionarios o servidores por su actuación como integrantes de un Comité Especial.
3.2. El Régimen de Responsabilidades y Sanciones estipulado en el artículo 47º de la Ley debe aplicarse en concordancia con lo estipulado en los artículos 46º y 47º del Reglamento, referidos a los impedimentos para ser miembros de un Comité Especial, y las causales para la remoción de los integrantes de un Comité Especial.

3.3. La atribución de la Entidad, de determinar criterios para la aplicación de lo establecido en el artículo 47º de la Ley, debe ejercerse en concordancia con lo señalado en la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público, y su Reglamento, así como con lo establecido en la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, el Reglamento Interno de Trabajo y las Directivas Internas emitidas o que pueda emitir cada Entidad, según se trate de trabajadores del régimen público o del régimen privado.

Jesús María, 05 de marzo de 2008
HÉCTOR INGA HUAMÁN
Director de Operaciones (e)
JAM/.
� Contrariamente a lo señalado por la Entidad en los documentos de la referencia, debe tenerse en cuenta que conforme a lo dispuesto en la normativa sobre contratación pública, la Designación de los integrantes de un Comité Especial, tiene la calidad de acto de administración interna y no de acto administrativo, toda vez que está destinada a nominar a los funcionarios o servidores encargados de organizar y conducir uno o más procesos de selección de la Entidad, más no produce efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los administrados. 


� El numeral 1.1. del artículo IV del  Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, regula el principio de Legalidad, señalando que “Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la Ley y  al derecho dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidos”.


� Con relación al caso fortuito o fuerza mayor, el artículo 1315º del Código Civil los define como la causa no imputable, consistente en un evento extraordinario, imprevisible e irresistible, que impide la ejecución de la obligación o determina su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso.





